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Procesado: ECRO 

Rad. # 66170 60 00 066 2019 00308 01

Delito: Fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones.

Procede: Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira.

Asunto: Desata recurso de apelación interpuesto por la Defensa.

Decisión: Confirma el fallo opugnado.

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

PROCESO PENAL / CADENA DE CUSTODIA / EXCLUSIÓN PROBATORIA
CADENA DE CUSTODIA – Concepto.
… Como punto de partida, la Sala dirá que acorde con lo consignado en el artículo 254 C.P.P. por cadena de custodia se debe entender a ese grupo de protocolos y de procedimientos establecidos para garantizar la mismidad y la autenticidad de las evidencias físicas recopiladas durante la investigación, para procurar que los E.M.P. incautados durante la indagación o la investigación sean los mismos que se alleguen al juicio.
CADENA DE CUSTODIA – irregularidades generan exclusión probatoria.
… De igual manera, tanto la Corte como la doctrina han dicho que las irregularidades acaecidas en los protocolos de cadena de custodia en momento alguno implican la exclusión probatoria de la evidencia física, sino que repercuten en su autenticidad al minar su poder suasorio o de convicción, pero que en tales eventos las partes pueden enmendar tales fallas al acudir a otros medios que le permitan demostrar que el E.M.P. encontrado en la investigación es el mismo que se pretende allegar al juicio. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL No. 04
Magistrado Ponente:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
SENTENCIA DE 2ª INSTANCIA

Pereira, catorce (14) de febrero de dos mil veinticinco (2.025)
Aprobado por acta # 149
Hora: 2:20 p.m. 
Procesado: ECRO 
Rad. # 66170 60 00 066 2019 00308 01
Delito: Fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones.

Procede: Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira.
Asunto: Desata recurso de apelación interpuesto por la Defensa.
Temas: Yerros en la valoración del acervo probatorio y en la cadena de custodia.
Decisión: Confirma el fallo opugnado.
VISTOS:

Procede la Sala Penal de Decisión No. 04 del Tribunal Superior de este Distrito Judicial a resolver el recurso de apelación interpuesto por la Defensa del procesado ECRO en contra de la sentencia adiada el día 29 de agosto de 2.023 proferida por el Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira
, en virtud de la cual se declaró la responsabilidad penal del aludido encausado por incurrir en la comisión del delito de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones.

ANTECEDENTES:

De conformidad con el libelo acusatorio, los hechos que concitan la atención de la Colegiatura ocurrieron el 16 de febrero de 2.019, a las 21:00 horas, en la manzana 4 casa 8 del barrio Minuto de Dios en el municipio de Dosquebradas, y están relacionados con la captura en flagrancia del ciudadano ECRO por parte de efectivos de la Policía Nacional, quien, al haberle solicitado un registro voluntario, emprendió la huida e ingresó al inmueble antes mencionado, arrojando un arma de fuego debajo de una cama, la que, luego de su incautación, correspondía a un arma de fuego tipo pistola, marca STOEGER COLIGAR 8000F, identificada con el número de serie T6429-09A000431, con un (1) proveedor, y quince (15) cartuchos 9mm sin percutir.  
Realizadas las correspondientes pesquisas, mediante informe de investigador de laboratorio de fecha 17 de febrero de 2.019, se pudo establecer que el arma incautada era apta para producir disparos, con un proveedor metálico con capacidad para quince (15) cartuchos calibre 9mm. 
De manera posterior, se determinó que el ciudadano  ECRO contaba con un permiso vigente para porte de un arma de fuegos tipo revólver S&W de serie ACP8262, calibre 38L, con número de permiso 192012, con fecha de vencimiento 14/02/2022; más no para el arma que le fue hallada en su vivienda.
LA ACTUACIÓN PROCESAL:

1. Las audiencias preliminares se llevaron a cabo el 17 de febrero de 2.019 ante el Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia (Rda.), con Funciones de Control de Garantías, mediante las cuales se le imprimió legalidad a la captura del ciudadano ECRO, a quien se le endilgaron cargos por incurrir en la presunta comisión del delito de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones, verbo rector “portar”, previsto en el artículo 365 del C.P., los cuales no aceptó el ciudadano de marras. En dichas vistas preliminares al Procesado se le definió su situación jurídica con detención preventiva en su lugar de residencia.  

2. El 27 de septiembre de 2.019, ante el Juzgado Primero Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Dosquebradas, se realizó una corrección a la imputación y se le endilgó al ciudadano ECRO el reato de fabricación, tráfico y porte de armas, municiones de uso restringido, uso privativo de las fuerzas armadas o explosivos, verbo rector “portar”, de conformidad con el artículo 366 C.P.; cargos que no fueron aceptados.  Así mismo, se avaló un cambio de domicilio al procesado.
3. Una vez radicado el escrito de acusación, el mismo correspondió por reparto al Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira, en donde se adelantaron las siguientes diligencias: a) El día 17 de octubre de 2.019 tuvo lugar la audiencia de formulación de la acusación en la que el Ente Acusador le reiteró al Procesado los cargos comunicados en la audiencia de imputación; b) La audiencia preparatoria se llevó a cabo el 25 de febrero de 2.020; c) La audiencia de juicio oral se inició el 11 de junio de 2.020 y se desarrolló en las sesiones del 25 y 26 de abril de 2.022.
4. En virtud al Acuerdo CSJRIA22-289, aclarado por el CSJRIA22-296, proferidos por el Consejo Seccional de la Judicatura de Risaralda, el proceso pasó a conocimiento del Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado itinerante de esta municipalidad, despacho ante el cual, se dio continuación a la audiencia de juicio oral los días 13 y 14 de abril de 2.023.

5. El 13 de julio de 2.023 se anunció el sentido del fallo de carácter condenatorio, y se procedió conforme a lo reglado en el artículo 447 del C.P.P. Finalmente, el 29 de agosto de 2.023 se celebró la audiencia de lectura del fallo, en contra del cual, de manera oportuna, se alzó la Defensa.
6. Las diligencias arribaron a esta Colegiatura el 1 de septiembre de 2.023, procediéndose, mediante auto del 3 de mayo del año inmediatamente anterior, a remitirlas a la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito de Manizales, en atención a que, mediante el acuerdo PCSJA23-12124 del 19 de diciembre de 2023 se dispuso el traslado de carácter permanente del Juzgado 003 Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira, al Distrito Judicial de Manizales, como Juzgado 002 Penal del Circuito Especializado Itinerante de dicha municipalidad.

No obstante, mediante providencia AP476-2025 de fecha 5 de febrero de 2.025 emanada de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, y notificada el 13 de febrero del corriente, se determinó el conocimiento de la alzada en cabeza de esta Corporación.  
LA SENTENCIA OPUGNADA:

Como ya se dijo, se trata de la sentencia adiada el 29 de agosto de 2.023, proferida por el otrora Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira, en virtud de la cual se declaró la responsabilidad penal del encausado ECRO, por incurrir en la comisión del delito de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones.
Los argumentos aducidos por el Juzgado de primer nivel para declarar el compromiso penal endilgado al acusado, se fundamentaron en aducir que con las pruebas allegadas al proceso válidamente se podía pregonar, el juicio de responsabilidad criminal endilgado al procesado ECRO.

En ese orden de ideas, el Juzgado de primer nivel expuso lo siguiente: 

· De las pruebas arrimadas a juicio, se determinó que la persona que portaba la pistola incautada era el ciudadano ECRO y no ninguna otra, pues en contra de sus intereses, milita prueba contundente que lo ubica en el lugar de los hechos en la fecha y hora en que se produjo la incautación del arma y la captura en flagrancia.
· De los testimonios de los policiales CARDOZO y GUAIZA, se logró establecer que fueron llamados a atender un caso en el barrio La Graciela, en Dosquebradas, donde se entrevistaron con una fémina que dio cuenta de haber sido amenazada por un sujeto con un arma de fuego, y que, con los datos suministrados por ella, realizaron una labor de patrullaje, en el que, aproximadamente a dos cuadras, observaron un grupo de personas sentados en una esquina en el barrio Minuto de Dios, y que al solicitar un registro, uno de ellos salió a correr e ingresó a una vivienda en la manzana 4, a donde lo siguió el Pt. CARDOZO, mientras GUAIZA pedía refuerzos.

· Con lo adverado por el policía CARDOZO, fue claro que de manera posterior al ingreso de ambos a la vivienda, el procesado se dirigió a una habitación, y descargó debajo de la cama un bulto negro que llevaba en la pretina del pantalón. También, logró corroborarse que el policial custodió la puerta hasta que se hicieron presentes los refuerzos, luego de lo cual, procedió a verificar lo arrojado debajo de la cama, que correspondía a un arma de fuego tipo pistola, con un proveedor con quince (15) cartuchos, motivo por el cual, al determinar que no se contaba con permiso para su porte, fue capturado quien de manera posterior se identificó como ECRO.
· De la estrategia defensiva, tendiente a demostrar un ánimo revanchista por parte del Patrullero GUZMÁN CARDOZO como consecuencia de un procedimiento previo que efectuara en contra del sentenciado, en el cual también se le incautó un arma de fuego, se determinó que no se había probado con suficiencia, y en cambio, las pruebas de descargo no habían logrado desvirtuar los grados de credibilidad y aceptación que ofrecieron los testimonios de los Policiales. 
· Por el contrario, con las pruebas arrimadas al proceso por la defensa, lo que se hizo fue corroborar la versión emanada de los testimonios de los policías CARDOZO y GUAIZA, así: a) Con el investigador EDWIN DE JESÚS AGUDELO GARCÍA se ingresaron unos audios de las trasmisiones radiales del 16 de febrero de 2019 entre las 07:39 pm y las 10:00 pm en el canal de Dosquebradas, de los cuales, se dio cuenta de las comunicaciones surtidas sobre un procedimiento policial que fue asignado por la central de radio, en el cual, se obligó a poner en conocimiento de los Comandantes de Estación (Verde 2) y de Distrito (Diamante 2) lo acontecido, luego de lo cual, el Comandante de la Estación, el señor Capitán Cabezas, llega al sitio de los hechos y permanece en la puerta de la habitación mientras que el Patrullero GUZMÁN CARDOZO recuperaba el arma arrojada; b) Con lo atestado por la señora MARÍA YULIETH GARCÍA BERMÚDEZ, pese a haber sido una declaración contradictoria, se pudo corroborar que el Sr. ECRO había sido “sacado” de la casa por parte de los policiales, y se ratificó que uno de los policiales entró a la casa y el otro policía empezó a pedir refuerzos; c) Con lo dicho por la señora JESSICA ALEJANDRA MARÍN GARCÍA, se refuerza el hecho de que había un policía adentro y otro afuera de la vivienda, además de que luego llegaron refuerzos, había un policial adentro en la sala y era la pieza de “doña Aceneth” -la mamá del procesado-; d) El testigo SEBASTIÁN HINCAPIÉ LÓPEZ corroboró lo dicho por el Patrullero GUZMÁN CARDOZO, en el sentido de que, el policial nunca se alejó de la puerta que daba a la habitación de la mamá del sentenciado; e) De los videos aportados por el testigo HINCAPIÉ LÓPEZ, se logró ver al policial GUZMÁN CARDOZO parado en la puerta de una habitación mientras era fuertemente increpado por el testigo, lo cual corrobora la versión del gendarme.
· Al momento de condenar, se determinó que el arma incautada podía ser considerada de defensa personal en atención a que el calibre del arma decomisada era de 9mm y en razón a ello, pregonó la responsabilidad del procesado por el punible de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones de que trata el artículo 365 C.P.
Como consecuencia de la declaratoria del compromiso penal endilgado al señor ECRO, dicho ciudadano fue condenado a purgar una pena de 117 meses de prisión, y a una pena accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un lapso igual.

Asímismo, se le privó del derecho a portar y tener armas por un tiempo de 54 meses y, por no cumplirse con los requisitos de ley, al declarado penalmente responsable no se le reconoció el derecho de disfrutar de subrogados ni de sustitutos penales. 

LA ALZADA:
La tesis de la inconformidad propuesta por el recurrente, gira entorno a establecer que en el proceso no se satisfacían los presupuestos probatorios necesarios para poder proferir una sentencia condenatoria en contra del procesado ECRO porque era evidente que el acervo probatorio generaba duda que debía capitalizarse a favor de su prohijado.
Para demostrar la tesis de su inconformidad, el apelante expuso lo siguiente: 

· Entre el Sr. ECRO y el agente captor RICARDO GUZMÁN existe una enemistad declarada y determinada, pues habían tenido un encontrón 15 días antes de los hechos objeto de investigación, situación que admitió el policial en su testimonio, asegurando el recurrente que cuando los policías pierden en un porte del arma, eso les representa algunas prebendas y eso pudo haberle causado resquemor.
De conformidad con lo declarado, en aquella oportunidad se trasladó al procesado para verificar si contaba con el permiso de porte del revólver y, una vez constatado que sí contaba con él, se incautó el arma y fue dejado en libertad, lo cual hace que sea cuestionable el hecho de que en esta oportunidad, se hubiese procedido a la captura de manera inmediata, pudiéndose concluir que, al conocer el agente captor qué tipo de salvoconducto tenía el procesado, sabía que no contaba con permiso para porte de la pistola que le fue hallada. 
· Cuestionó la labor de Ministerio Público, en cuanto que realizó cierta cantidad de preguntas aclaratorias a los testigos de la Fiscalía, las cuales no tuvo oportunidad de controvertir, además, del hecho de que el juicio no se haya adelantado de manera presencial
· Respecto del testimonio esgrimido por JAIRO MUÑETÓN MUÑETÓN, señaló que jamás habló de un proveedor y durante el interrogatorio y contra interrogatorio siempre se refirió a una pistola y la munición, la cual identificó como un modelo 8000 F con número de serie externo P6429, 9mm.  No obstante, fue con las preguntas aclaratorias del Ministerio Público, que se trajo a colación el proveedor, declaraciones que no pudo controvertir. Aunado a ello, el perito cometió un error en su informe, el cual no era posible que subsanara con una declaración.

· Echó de menos los protocolos de cadena de custodia en el presente caso, generándose así una duda en el sentido de si el arma analizada por el perito MUÑETÓN MUÑETÓN fue la misma que se incautó. 

En ese sentido, precisó que la única persona que estableció las características del arma fue el señor MUÑETÓN, más ninguno de los oficiales lo hizo, no obstante, el perito no fue quien incautó y embaló el arma.
· En ese orden de ideas, estimó que en el presente caso debió haberse dado aplicación a lo dispuesto en la sentencia SP160 del 2017, con radicado 44741, magistrada ponente Dra. PATRICIA SALAZAR CUÉLLAR, en el sentido de que en ausencia de la aplicación de los protocolos de cadena y custodia sobre un arma de fuego, el Ente Acusador no se encuentra relevado de demostrar su autenticidad, pudiendo acudir para ello, a cualquier medio de conocimiento en razón del principio de la libertad probatoria; no obstante, en el presente caso la Fiscalía no lo hizo como quiera que no presentó el arma en juicio, impidiéndole a la Defensa verificarla.
· Entre las declaraciones de los policiales se advierten contradicciones, como por ejemplo, el número de personas que se encontraban en vía pública previa captura de su prohijado, pues uno menciona que eran 10 y otro que eran 5, además, aseguran que el policial RICARDO GUZMÁN se colocó el arma de dotación en la mano y contra el chaleco, lo cual es falso toda vez que en los vídeos nunca se ve dicha situación, lo cual considera, también merece una compulsa de copias.
· Es un hecho notorio que en todas las guarniciones militares y de policía existe una minuta de población y una minuta de guardia y todo lo que acontece se debe registrar, pareciéndole extraño que no se haya registrado que se capturó una persona, pues en las comunicaciones aportadas no se da cuenta de ello tampoco.

· Indicó que el contexto de la declaración de MARÍA JULIETH, era válido en tanto sólo se equivoca en una o dos cosas, preguntándose si era necesaria la compulsa de copias, pues no es de extrañar que se tenga un amigo cercano que se preocupe cuando le sucede algo al otro, así como también, es válido que las personas puedan firmar un papel en blanco, máxime si se trata de un miembro de la Policía quien lo necesita, toda vez que pueden llegar a causar temor en la ciudadanía.
LAS RÉPLICAS:
En sus alegatos de no recurrente, la delegada Fiscal solicitó confirmar la decisión confutada, bajo las siguientes premisas:

· El juicio oral se realizó de manera legal, de acuerdo con la situación de emergencia que vivió el país en razón del COVID-19, y, una vez superada, se pudo hacer de manera presencial, sin embargo, aclara, que siempre se abundó en garantías para todas las partes, debiendo aplaudir la Defensa, la libertad con que se desarrolló el debate procesal.

· Con lo allegado a juicio se demostró, más allá de toda duda razonable, la existencia de la materialidad de la conducta, así como la responsabilidad en cabeza del señor ECRO.
· El procedimiento realizado por los policiales fue legal, en tanto, cuando se hace la persecución de esta persona, ingresa a una vivienda que es su propia residencia, situación que se encuentra permitida por la Constitución Nacional.
· Con las filmaciones aportadas por la Defensa, lo único que se demostró fue que los hechos sí sucedieron tal como lo narraron los policiales, y, de manera similar, los declarantes de descargos también admitieron que el policial ingresó y que se quedó allí parado, que el otro se quedó afuera y que de allí salieron con el señor el capturado porque presuntamente le habían encontrado un arma. 
· No se encuentra ninguna dificultad probatoria en estos hechos, pues respecto del peritaje, el mismo fue rendido por un perito idóneo, que tuvo el arma a su disposición, que fue identificada de principio a fin con un número, desde el momento de la captura. Por tanto, no existe ninguna duda en la autenticidad del elemento, pues además, las mismas fueron plasmadas en las fotos allegadas por la Fiscalía e incluso en audiencia, se pudieron contar los proyectiles que estaban dentro del proveedor, por tanto, se confirma que el documento contiene un error y en él lo que se confirmó fue el número de cartuchos.

PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

- Competencia:

Esta Sala de Decisión, acorde con lo consagrado en el # 1º del artículo 34 del C.P.P. es la competente para resolver la presente alzada, en atención a que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto y sustentado de manera oportuna en contra de una sentencia de primera instancia proferida por un Juzgado Penal con categoría del Circuito que hace parte de este Distrito judicial.
- Problema Jurídico:

Acorde con los argumentos del disenso expuestos por el recurrente en la alzada y con los pronunciamientos de la parte no recurrente, considera la Sala que de los mismos se desprenden los siguientes problemas jurídicos:

¿Existieron irregularidades en el procedimiento de la cadena de custodia del arma de fuego presuntamente incautada al procesado ECRO que repercutieron de manera negativa en la autenticidad y la mismidad de ese E.M.P.?

¿Se cumplía o no con todos los requisitos exigidos por parte del artículo 381 del C.P.P. para que con base en las pruebas debatidas en el juicio se pudiera declarar la responsabilidad criminal del procesado ECRO, por incurrir en la comisión del delito de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones? 

- Solución:
La tesis de la inconformidad formulada por el recurrente en contra de lo resuelto y decidido en el fallo confutado, gira en torno a cuestionar la valoración que el Juzgado de primer nivel efectuó del acervo probatorio, así como en denunciar la ocurrencia de una irregularidad en la que incurrieron los policiales que realizaron el procedimiento de captura, en el manejo de los protocolos de cadena de custodia del arma de la que se dice que le fue incautada al procesado ECRO, lo que en sentir del apelante repercutía de manera negativa en la mismidad de dicho E.M.P., y por tanto, imposibilitaba que en contra del procesado se pudiese proferir una sentencia condenatoria ante la existencia de dudas que debían capitalizarse en favor del procesado. 

Estando delimitado el contexto de la controversia puesta a consideración de la Colegiatura, la Sala procederá a llevar a cabo un análisis y una valoración del acervo probatorio, lo que nos permitirá establecer si en efecto el Juzgado de primer nivel incurrió o no en los yerros de valoración probatoria denunciados por la defensa. 

Como punto de partida, la Sala procederá a valorar las principales pruebas con las cuales se erigió el juicio de responsabilidad criminal pregonado en contra del procesado ECRO, esto es, los testimonios absueltos por los policiales JOHAN ANDRÉS GUIZA CARDONA y CARDOZO.

Del contenido de lo declarado por el patrullero JOHAN ANDRÉS GUIZA CARDONA, se puede sintetizar lo siguiente: 
· El día de los hechos, se encontraba, junto con su compañero RICARDO GUZMÁN, haciendo labores de patrullaje por el sector de la Graciela cuando la central de radio les informa sobre una ciudadana que estaba siendo amenazada con arma de fuego en la manzana 7. En atención a ello, se dirigen a atender el caso, y se entrevistan en el lugar con una Señora que les manifiesta que había llegado una persona con un arma de fuego intimidándola, amenazándola; luego baja la hermana y les manifiesta que le habían metido una patada al hermano, y procedieron a dar las características del mencionado sujeto para su búsqueda.

· Acto seguido, se trasladaron por todo el sector de la Graciela y cuando íbamos por el barrio Minuto de Dios, se encontraron un grupo de 10 personas en una esquina de la manzana 4, y, al solicitarles un registro, una persona con las características que les había suministrado quien había hecho el llamado de auxilio, sale corriendo hacia una vivienda y, su compañero RICARDO GUZMÁN sale tras de él.
· Él llega después de 2 o 3 minutos a la vivienda, y cuando se disponía a entrar, le cerraron la puerta, queda afuera y pide refuerzos, observando por la ventana que su compañero se encontraba adentro controlando otras tres o cuatro personas.

· Al llegar el apoyo, ingresan por una puerta de la parte de atrás y abren por la puerta principal, acto seguido, su compañero RICARDO GUZMÁN, le pide asegurar al hoy procesado porque se le había encontrado un arma de fuego, la cual había arrojado debajo de una cama. 
· RICARDO GUZMÁN fue el encargado de la incautación del arma, no obstante, él pudo observarla, se trataba de una pistola plateada, con cacha como como rojiza, color vino tinto; la cual fue sometida a cadena de custodia.

· El arma tenía munición 9mm pero no recuerda cuánta, pero fue hallada en el proveedor. 

· Para el ingreso a la vivienda, obtuvieron autorización por parte de quien se hizo llamar Alejandra Marín, y manifestó que en ese momento residía allí.
· Había visto antes al Sr. ECRO, como quiera que ocho días antes, por parte de otros compañeros, le había sido incautada otra arma de fuego, para la cual se determinó que tenía permiso de la autoridad competente. En razón a ello, había sido llevado a la estación, pero desconoce si fue capturado o no porque no era un procedimiento suyo.
Ahora, de lo adverado por el agente captor, patrullero CARDOZO, se extrae: 
· El día 16 de febrero de 2019 se encontraba realizando labores de antecedentes sobre un sector que se llama “puente amarillo”, cuando la central de radio les impulsa un caso en el barrio la Graciela, donde se hallaba una femenina que estaba siendo amenazada. Al llegar al sitio, la mujer informa que había sido amenazada con arma de fuego y procede a dar unas características del sujeto que lo había hecho. 
· Al hacer la verificación sobre el sector para localizar al mencionado sujeto, en una esquina del sector de Minuto de Dios, que colinda con la Graciela, vieron unos ciudadanos allí sentados, aproximadamente cinco, a quien se acercan y, al solicitarles un registro, uno de ellos se para y emprende la huida, ingresando a una vivienda.

· Él se bajó de la motocicleta y sin perderlo de vista, ingresó a la vivienda a la que vio que ingresó el ciudadano que había huido y observa que entra en una habitación y descarga un bulto debajo de la cama, el cual tenía en la pretina de su pantalón. Procede a interrogar al ciudadano sobre qué tenía ahí y se quedó callado, con una actitud nerviosa y temeraria.
· Luego, ingresan alrededor de 3 o 4 ciudadanos y empiezan a amedrentarlo, por lo cual, se quedó en la puerta, esperando a sus compañeros de apoyo para verificar lo que sujeto había botado debajo de la cama; refuerzos que había solicitado a su compañero que se encontraba afuera y podía observar por una ventana. 
· Pasados 5 minutos, aproximadamente, llegaron los refuerzos, los ciudadanos que se encontraban adentro de la vivienda se tornaron nerviosos y él pudo abrir la puerta para que ingresaran sus compañeros.
· Ingresaron aproximadamente cuatro compañeros, entre ellos, el Capitán Cabezas, comandante de la Estación de Dosquebradas, a quien le manifestó lo que se había arrojado debajo de la cama, procediendo éste a manifestarle que se verificara de qué se trataba mientras él custodiaba la puerta.
· Verificado el elemento, advirtió que se trataba de un arma de fuego tipo pistola con un proveedor y 15 cartuchos de diferente lote, procediendo a asegurarla en su chaleco balístico y salió de la vivienda para evitar una asonada. Una vez fuera de la vivienda, captura al Sr. ECRO, lo trasladan a la estación de policía de Dosquebradas, donde se le consultó sobre el salvoconducto o documentos del arma, quien manifestó que no lo tenía, razón por la cual fue capturado y trasladado a la URI para su judicialización.

· Una vez en la Estación, llegó quien manifestó ser la cónyuge del capturado, de quien no recuerda su nombre, y firmó la autorización de entrada a la vivienda y el registro voluntario.

· Conocía con anterioridad al Sr. ECRO toda vez que, como unos 15 días atrás, en el mismo sector le había hallado un arma de fuego tipo revólver de la cual había manifestado no contar con salvoconducto, por lo cual, fue trasladado a la Estación, donde se advirtió que sí contaba con permiso de porte vigente, se incautó el arma en razón a un decreto presidencial y se dejó al ciudadano en libertad.

· Sabía dónde residía el hoy procesado, en atención a que, dado el anterior procedimiento, se le solicitaron todos sus datos para la incautación del arma de fuego, precisando de manera clara que no tenía ninguna enemistad con ECRO ni le interesaba ningún tipo de relación con él. 
Ahora bien, al analizar el contenido de los testimonios absueltos por los policiales JOHAN ANDRÉS GUIZA CARDONA y CARDOZO, se tiene que se está en presencia de unas declaraciones en las que no se perciben contradicciones, y más por el contrario, ambos relatos son claros, coherentes, hilvanados y contextualizados, así como es evidente, que los detalles narrados se compaginan entre sí. 

Por tanto, de tales declaraciones, avizoran sin asomo de duda las circunstancias de tiempo, modo y lugar de como ocurrieron los hechos, y no se observa, lejos de lo manifestado por el defensor, que alguno de los policiales, en especial el patrullero CARDOZO tenga un interés por querer perjudicar con sus dichos al ahora procesado. 
En ese sentido, la tesis sostenida por el recurrente, quien adujo que todo se trató de un aparente montaje por parte del policial en contra del Sr. ECRO, no encuentra asidero alguno, pues de las pruebas debatidas en juicio, ninguna se encamina a determinar tal situación, y, el solo hecho de que de manera anterior se haya practicado un procedimiento similar al hoy condenado, no es premisa para concluir que solo por ese hecho, exista una enemistad entre el testigo y el investigado.
Del testimonio brindado por los policiales es claro entonces: 1) Que por la central de radio se les informó de una mujer en el barrio la Graciela, que había sido amenazada por un sujeto con un arma de fuego; 2) Que al llegar al lugar, corroboran los hechos y se les brinda un descripción del fulano, por lo que emprenden labores de patrullaje; 3) Que en el barrio cercano, Minuto de Dios, se toparon en un esquina con un grupo de personas, quienes al solicitarles una requisa, suscita que uno de los sujetos, con las características indicadas por la fémina que solicitó el auxilio policial, emprendiera la huida; 4) Que detrás de él fue el patrullero CARDOZO, quien lo vio arrojar algo debajo de la cama; 5) Que, una vez verificado el objeto arrojado, se determinó que se trataba de un arma tipo pistola 9mm con 15 cartuchos, razón por la cual, se llevó a cabo un procedimiento de captura en flagrancia.
Lo anterior entonces, cuenta con pruebas de corroboración, en especial, de las allegadas por parte de la Defensa, que dan cuenta de la veracidad de lo narrado por los gendarmes, veamos:
· Con el investigador de la defensa, EDWIN DE JESÚS AGUDELO GARCÍA, se corroboró, de conformidad con los audios allegados, que unos policiales estaban atendiendo un caso de una señora que había sido intimidada y estaban buscando a los responsables, y que, cuando iban pasando por una esquina, observaron ingresar de manera rápida una persona a un inmueble. También se escucha, que informan que dentro del mismo había un policía pero que no lo dejaban salir los moradores, y, al cuestionarles por qué está el gendarme allí dentro, manifiestan que al parecer una persona llevaba consigo un arma de fuego.

· Con lo atestado por la testigo MARIA YULIETH GARCIA BERMUDEZ, se constató que, un grupo de personas se encontraban en una esquina, se acercó una patrulla de policía y les solicitó una requisa. Se dio fuerza, al hecho de que la vivienda a la que se ingresó era en la que residía el Sr. ECRO y que, la habitación donde fue hallada el arma, era de la mamá de él. 

Se confirmó con su testimonio, que un policial siempre estuvo custodiando la habitación y que, fue necesario solicitar refuerzos, los cuales ingresaron al inmueble. Situaciones de las que dan fe los videos ingresados.

Señaló también, que a la estación llegó una compañera suya, de nombre Jessica, que firmó un documento que le fue suministrado allí.
· De los dichos de JESSICA ALEJANDRA MARÍN GARCÍA, también se extrae como cierto el hecho de que, la vivienda a la que se ingresó es de ECRO, así mismo, que un policial se encontraba adentro de la casa, parado en la puerta de una de las habitaciones y otro se quedó afuera, pero luego el que se encontraba dentro abrió la puerta e ingresaron los demás. También se verificó el hecho de que fue a la estación con una amiga y allí firmó un documento que le fue suministrado. 
· Finalmente, de los dichos de SEBASTIÁN HINCAPIÉ LÓPEZ, se extrae como cierto el ingreso de los policiales a la vivienda.
En razón a lo antedicho, es que encuentra esta Corporación que los testimonios brindados por los policiales son veraces y por tanto, es claro que, el arma fue hallada luego de que se observara al ciudadano ECRO arrojarla debajo de una cama.

En cuanto al arma incautada, válgase verificar el testimonio ofrecido por el perito JAIRO MUÑETÓN MUÑETÓN, quien de manera clara precisó haber recibido, embalada y rotulada con su debida cadena de custodia, un arma de fuego con 15 cartuchos para estudio, y procedió a identificarla como un arma tipo pistola, marca STOEGER COUGAR, localizada en su corredera lado derecho, modelo 8000F, con número de serie externo T6429-09A000431, ubicado en la corredera, cuerpo del arma lado izquierdo, y ventana de expulsión de sus vainillas lado derecho, calibre 9 mm LUGER. 
Señaló además, que en la prueba física de disparo se determinó que se encuentra en buen estado de funcionamiento, esto es, apta para realizar disparos. Con un proveedor metálico, con capacidad para quince cartuchos calibre 9 mm.
De otro lado, en sus conclusiones, dejó claro que los 15 cartuchos eran calibre 9 mm, de fabricación industrial con marca registrada, y se encontraron en buen estado de conservación.

Finalmente, con lo dicho en juicio por el investigador JAIRO ALONSO ARIAS PULIDO, quedó acreditado que el ciudadano ECRO no contaba con permiso para el porte al arma de fuego tipo pistola, serial T6429-09A000431, marca STOEGER COUGAR, modelo 8000F, calibre 9mm.
Ahora bien, para estudiar los argumentos del recurrente en cuanto las fallas en la cadena de custodia del arma, la Sala estima necesario llevara a cabo un breve y somero estudio del instituto procesal de la cadena de custodia, así como de las consecuencias que generaría en el proceso su desconocimiento por alguna de las partes. 

Como punto de partida, la Sala dirá que acorde con lo consignado en el artículo 254 C.P.P. por cadena de custodia se debe entender a ese grupo de protocolos y de procedimientos establecidos para garantizar la mismidad y la autenticidad de las evidencias físicas recopiladas durante la investigación, para procurar que los E.M.P. incautados durante la indagación o la investigación sean los mismos que se alleguen al juicio.

En tal sentido la Corte ha dicho: 

“La cadena de custodia es el conjunto de procedimientos encaminados a asegurar y demostrar la autenticidad de los elementos materiales probatorios y evidencia física. Está conformada, entonces, por los funcionarios y personas bajo cuya responsabilidad se encuentren elementos de convicción durante las diferentes etapas del proceso; se inicia con la autoridad que recolecta los medios de prueba desde el momento en que se conoce la conducta punible, y finaliza con el juez de la causa y los diferentes servidores judiciales. Así, al momento de recolectar las evidencias -llamadas a convertirse en prueba en el juicio oral- es necesario registrar en la correspondiente acta la naturaleza del elemento recogido, el sitio exacto del hallazgo y la persona o funcionario que lo recogió, así como los cambios que hubiere sufrido en su manejo. 

(:::)

Dígase que la cadena de custodia es, entonces, un medio a través del cual se demuestra la autenticidad del elemento material probatorio, no siendo el único, pues la propia ley establece la posibilidad de hacerlo en forma distinta cuando no se ha cumplido, o cuando lo ha sido irregularmente. En tal caso, la anomalía en la cadena de custodia tendría incidencia en la idoneidad demostrativa del medio de convicción, más no la aplicación de la regla de exclusión…”
. 

De igual manera, tanto la Corte como la doctrina han dicho que las irregularidades acaecidas en los protocolos de cadena de custodia en momento alguno implican la exclusión probatoria de la evidencia física, sino que repercuten en su autenticidad al minar su poder suasorio o de convicción, pero que en tales eventos las partes pueden enmendar tales fallas al acudir a otros medios que le permitan demostrar que el E.M.P. encontrado en la investigación es el mismo que se pretende allegar al juicio. 

Para un mejor entendimiento de lo antes dicho, consideramos relevante traer a consideración lo que en tales términos ha dicho la Corte:

“Es por esta razón que, la desatención de las reglas de cadena de custodia no comporta la infracción del principio de legalidad probatoria, sino que puede llegar a afectar el valor suasorio que pudiera conferírsele al medio de prueba involucrado.

En efecto, si la cadena de custodia es un instrumento de seguridad que se aplica a las evidencias físicas a efecto de procurar que su contenido no sea desfigurado, alterado o modificado desde que son encontradas hasta que sean conocidas por el juez, esto es, para que sean preservadas en su integridad, indemnidad y, particularmente, en su autenticidad u originalidad, es nítido que, su ruptura, por desconocer el inmediato responsable de su custodia o el destino que les fue dado durante algún lapso, podría ocasionar que el funcionario judicial les confiera un mérito menguado pero jamás su declaratoria de ilegalidad o ilicitud con fundamento en la regla de exclusión…”
.

Al aplicar lo anterior al caso subexamine, la Sala considera que no le asiste la razón a los cuestionamientos formulados por la Defensa en la alzada, porque de los medios de conocimiento habidos en la actuación, tal como se reseñó en precedencia, se desprende que se respetaron los protocolos de cadena de custodia en el arma de fuego que le fue incautada por efectivos de la Policía Nacional al ahora procesado ECRO.   

Para demostrar la anterior hipótesis la Sala necesariamente tendrá como hechos ciertos, que se encuentran plenamente comprobados en la actuación procesal, los siguientes: 

· La captura en flagrancia del ciudadano ECRO, quien fue sorprendido por parte de efectivos de la Policía Nacional cuando arrojó un arma de fuego tipo pistola serial T6429-09A000431, marca STOEGER COUGAR, modelo 8000F, calibre 9mm, con 15 cartuchos 9mm.
· Según el contenido de un informe pericial de balística forense, adiado el 17 de febrero de 2.019, el instrumento bélico incautado al ahora procesado ECRO se trataba de un arma de fuego de fabricación original, la cual era apta para realizar disparos, y de manera clara, se precisó que los elementos analizados habían sido devueltos embalados, rotulados y acompañados con su cadena de custodia.
· La carencia por parte del procesado ECRO de permisos para portar armas de fuego, como bien se desprende del contenido del oficio # 07 del 7 de marzo de 2.019, expedido por el Departamento de Control y Comercio de armas, municiones y explosivos (DCCAE).

En razón a lo anterior, se desestima lo propuesto por la defensa en cuanto que el arma carecía de autenticación, pues tal elemento fue debidamente sustentado con el testimonio bajo juramento del perito en balística, aunado a que, de haber querido conocer el arma para realizar sus propios estudios como estrategia defensiva, bien podía haber solicitado lo correspondiente ante el Juez de Control de Garantías, sin embargo, tal situación no ocurrió y lo que observa la Sala, es que por parte de la Fiscalía se aseguró la mismidad del elemento.

Así las cosas, acorde con lo dicho a lo largo y ancho del presente proveído, considera la Sala que se ha demostrado que el Juzgado de primer nivel no incurrió en los yerros de valoración probatoria denunciados por el apelante, toda vez que las pruebas debatidas en el juicio oral fueron claras en señalar al ciudadano ECRO como responsable del reato que le fue endilgado.

Siendo así las cosas, al no asistirle la razón a la tesis de la inconformidad propuesta por el apelante, la Colegiatura procederá a confirmar el fallo opugnado. 

Finalmente, frente a los reproches efectuados en cuanto a la compulsa de copias a los testigos presentados por la Defensa, encuentra la Sala que en efecto, los señores MARÍA YULIETH GARCÍA BERMÚDEZ y ALEJANDRA MARÍN y SEBASTIÁN HINCAPIÉ LÓPEZ, incurrieron en una serie de contradicciones en sus testimonios, de manera tal, que pueden dar luces de una posible comisión del delito de falso testimonio.
A modo de colofón, se considera que en el presente asunto no es necesario que se lleve a cabo la correspondiente audiencia de lectura de decisión, dado que ese acto procesal de notificación a las partes del contenido del fallo de 2ª instancia válidamente se puede suplir mediante la remisión — vía correo electrónico — con destino a las partes y demás intervinientes, por parte de la Secretaría, de copias integrales del contenido la presente providencia de 2ª instancia, tal y cual como lo regula el artículo 8º de la ley # 2.213 de 2.022 que avalan ese tipo de notificaciones, lo que además no contraría las disposiciones que en materia de notificaciones regula el C.P.P. ya que se cumpliría con la finalidad de la norma, la cual no es otra cosa diferente que la de enterar a las partes del contenido de lo resuelto y decidido en el presente asunto por parte de la Colegiatura; de igual manera, con tal postura de no hacer la audiencia de lectura, se estaría haciendo gala de los principios de celeridad, de eficiencia y eficacia de la administración de justicia consagrados en los artículos 4º y 7º de la ley estatutaria de la administración de justicia — Ley # 270 de 1.996 —.  
En mérito de todo lo antes lo expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el veintinueve (29) de agosto de dos mil veintitrés (2.023) por parte del Juzgado 3º Penal del Circuito Especializado Itinerante de esta localidad, mediante la cual se declaró la responsabilidad penal del procesado ECRO por incurrir en la comisión del delito de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones.
SEGUNDO:  ORDENAR que por Secretaría se proceda a notificar a las partes y demás intervinientes del contenido de esta providencia mediante la remisión de copias de la misma vía correo electrónico, tal y cual como lo regula el artículo 8º de la ley # 2213 de 2.022 que avala ese tipo de notificaciones.
TERCERO: DECLARAR que en contra de la presente sentencia de 2ª Instancia procede el recurso de casación, el cual deberá ser interpuesto y sustentado dentro de las oportunidades de ley.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

CON FIRMA ELECTRÓNICA

JAIRO MAURICIO CARVAJAL BELTRÁN
Magistrado

CON FIRMA ELECTRÓNICA 

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA

Magistrado

CON FIRMA ELECTRÓNICA
-Con Aclaración de Voto-

� Hoy Juzgado 002 Penal del Circuito Especializado Itinerante de Manizales en virtud del Acuerdo PCSJA23-12124 del 19 de diciembre de 2023.


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del 17 de abril de 2.013. Rad. # 35127.   


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal: Sentencia del 5 de agosto de 2014. SP10303-2014. Rad. # 43.691. 
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